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escentralización de la gestión ambiental y el poder de la soberanía popular en 
Colombia, como artículo de revisión documental y reflexivo, desarrolló como 
objetivo general establecer la eficacia de la descentralización de la gestión 
ambiental como instrumento vinculante del poder de la soberanía popular en Colombia de 
acuerdo con los antecedentes de la legislación ambiental. Para tal fin, fue necesario realizar un 
estudio socio jurídico, empleando el método de investigación descriptivo y aplicando el tipo 
de estudio cualitativo, métodos con los que se lograron identificar los principios y 
normatividad de la descentralización frente a decisiones medio ambientales como tema 
desarrollado en el primer ítem de los resultados; en el segundo capítulo se realizó un análisis 
de la doctrina, la normativa y la jurisprudencia, para indagar si en Colombia se aplica la 
descentralización ambiental para la explotación de recursos naturales y en el tercer subtema se 
abordó el tema de la gestión de la soberanía popular como escenarios participativos en materia 
de gestión ambiental y explotación de recursos naturales, los hallazgos demostraron que aun 
con la evolución de la legislación en materia ambiental y la descentralización para su gestión, 
se presenta incumplimiento e ineficacia en el otorgamiento de licencias ambientales previa 
concertación con las comunidades o en muchos de los casos estas se otorgan de manera 
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centralizada desconociendo la soberanía popular sobre los recursos naturales y el derecho 
constitucional a un ambiente sano. 





DECENTRALIZATION OF ENVIRONMENTAL MANAGEMENT AND THE 
POWER OF POPULAR SOVEREIGNTY IN COLOMBIA 
 
Abstract 
ecentralization of environmental management and the power of popular 
sovereignty in Colombia, as a documentary and reflective review article, 
developed as a general objective to establish the effectiveness of decentralization 
of environmental management as a binding instrument of the power of popular sovereignty in 
Colombia according with the background of environmental legislation. For this purpose, it 
was necessary to carry out a socio-legal study, using the descriptive research method and 
applying the type of qualitative study, methods with which the principles and regulations of 
decentralization were confronted against environmental decisions as a topic developed in the 
first item of the results; in the second chapter an analysis of the doctrine, the regulations and 
the jurisprudence was carried out, to investigate if in Colombia the environmental 
decentralization is applied for the exploitation of natural resources and in the third sub-topic 
the topic of the management of popular sovereignty was addressed As participatory scenarios 
in environmental management and exploitation of natural resources, the findings showed that 
even with the evolution of environmental legislation and decentralization for its management, 
there is non-compliance and inefficiency in the granting of environmental licenses prior 
agreement with the communities or in many cases these are granted centrally ignoring popular 
sovereignty over natural resources and the constitutional right to a healthy environment 
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Descentralización de la gestión ambiental y el poder de la soberanía popular en 
Colombia, como artículo de revisión documental y reflexivo, pretende como objetivo general 
establecer la eficacia de la descentralización de la gestión ambiental como instrumento 
vinculante del poder de la soberanía popular en Colombia, de acuerdo con los antecedentes de 
la legislación ambiental, además resalta la importancia de la evolución de esta normatividad 
en Colombia en el caso particular de la participación ciudadana como como eje de la soberana 
popular para temas de explotación de recursos naturales, puesto que de su aplicación y 
eficacia, resulta vinculante la conservación de los recursos naturales y el medio ambiente. 
Lo anterior, basados en el planteamiento según el cual, Colombia es conocida 
mundialmente por ser un país con amplia riqueza en su biodiversidad, tener varias cuencas 
hidrográficas y abundante fauna, y gran cantidad de recursos para la explotación minera y 
energética, ello le ha permitido hacer uso y aprovechamiento de sus recursos naturales.  De 
acuerdo al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible (2018), el establecimiento de las 
áreas protegidas se constituye en la más importante estrategia para asegurar la conservación de 
la biodiversidad y de la oferta ambiental en general y hace parte del compromiso adquirido 
por los países signatarios del Convenio de Diversidad Biológica, entre los que está Colombia, 
para establecer Sistemas de Áreas Protegidas.  
Pese a que en Colombia existe la figura de las Corporaciones Autónomas Regionales 
CAR y el establecimiento de Áreas protegidas, al observar la realidad ambiental que atraviesa 
el país, se percibe como la explotación de recursos naturales ha llevado a daños ambientales 
irreparables, situación que conlleva a que la ciudadanía reclame al Estado por una verdadera 
protección ambiental, no desde lo central si no desde lo local, en escenarios donde no solo sea 
escuchada la opinión de la ciudadanía, sino que también se realice un análisis concreto del 
daño y las consecuencias que la explotación de recursos pueda llegar a  generar a determinado 
territorio, y esto sea tenido en cuenta como carácter  determinante y vinculante en la acción 
del Estado, pues solamente cada territorio puede conocer realmente el daño que una mala 
gestión ambiental puede ocasionar. Considerando que se tiene por gestión ambiental, al 
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proceso continuo en el que los distintos actores públicos, administrativos y la comunidad en 
general realizan acciones para proteger, restaurar y aprovechar de manera sostenible el medio 
ambiente y sus recursos naturales. (Rodríguez Becerra & Espinoza, 2002, p. 7). 
El desarrollo del presente artículo, presenta una gran relevancia tanto social como 
jurídica y administrativa, porque se hace énfasis en identificar los principios y normatividad 
de la descentralización frente a decisiones medio ambientales., basados en que la legislación 
ambiental en Colombia, se ha apoyado en varias normas de importancia que han tomado 
mayor relevancia después de la nueva Constitución Política de 1.991, mediante la cual se 
redactan normas y reglamentación acordes con las exigencias  de los enfoques internacionales 
sobre medio ambiente teniendo en cuenta que Colombia ha ratificado varios convenios 
internacionales sobre materia ambiental y la participación democrática de las comunidades en 
temas de explotación de recursos naturales y en el desarrollo de obras de infraestructura que 
afecten el ecosistema y el medio ambiente como derecho de las comunidades afectadas. 
Teniendo en cuenta lo antes mencionado, con el desarrollo del presente artículo 
documental, normativo y reflexivo, se hace una recopilación y una visión general y objetiva, 
sobre la legislación existente en el país en materia de descentralización  ambiental y la 
soberanía popular, involucrando los tratados y protocolos de uso; observando la evolución que 
ha presentado a través del tiempo la política ambiental y participativa, y su adaptación a los 
cambios del medio ambiente colombiano, frente a las políticas de desarrollo y explotación de 
recursos naturales y afectación del medio ambiente. 
Es por ello que dentro del contenido del artículo, se buscó dar respuesta a la pregunta 
¿Cuál es la eficacia de la descentralización de la gestión ambiental como instrumento 
vinculante del poder de la soberanía popular en Colombia frente a la constante amenaza de los 
recursos naturales y del medio ambiente? 
Es así que buscando las respuestas que condujeran a despejar la pregunta antes 
planteada fue necesario realizar un estudio socio jurídico de carácter reflexivo, empleando el 
método de investigación descriptivo y aplicando el tipo de estudio cualitativo, métodos con 
los que se pretendió identificar los principios y normatividad de la descentralización frente a 
decisiones medio ambientales como tema desarrollado en el primer ítem de los resultados; en 
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el segundo capítulo fue primordial realizar un análisis de la doctrina, la normativa y la 
jurisprudencia, para indagar si en Colombia se aplica la descentralización ambiental para la 
explotación de recursos naturales y en el tercer subtema se aborda el tema de la gestión de la 
soberanía popular como escenarios participativos en materia de gestión ambiental y 
explotación de recursos naturales. 
 
1. Marcos de referencia, jurídico y estado del arte 
 
Teniendo en cuenta que el medio ambiente es imprescindible para la existencia del ser 
humano, hace parte del desarrollo sostenible de una sociedad y se encuentra estrechamente 
ligado al derecho fundamental de la vida, surge para los Estados la necesidad de crear un 
sistema normativo ambiental que les permita responder al desafío de asegurar a todas las 
personas el disfrute y goce de un ambiente sano. A la luz de este desafío mundial, emergió 
entre los Estados un avance legislativo en materia de protección del medio ambiente, dando 
como resultado acuerdos internacionales que regulan en materia ambiental, tales como, la 
Declaración de Estocolmo en 1972, el Tratado de Montreal en 1987, la Declaración de Río en 
1992, el Protocolo de Kioto en 1997 y la Declaración de Johannesburgo en 2002, entre otros. 
El Derecho Ambiental surge entonces, como un mecanismo que permite regular y controlar lo 
concerniente al uso y/o explotación de recursos naturales, con el fin de garantizar la 
conservación y protección del medio ambiente.  
Colombia como Estado Social de Derecho,  tiene como uno de sus principios estructurales 
el de la Dignidad Humana, siendo éste, un principio fundante del ordenamiento jurídico, pues 
del mismo se desprenden las condiciones concretas de la vida del ser humano, y es gracias a 
esos principios orientadores, que el ordenamiento jurídico colombiano en aras de tutelar la 
dignidad humana, ha reconocido la importancia del derecho a un ambiente sano y así lo ha 
establecido en la Carta Política en el capítulo 3 del Título II, que comprende los artículos 78 a 
82, en los cuales se hace hincapié a los derechos colectivos que se encuentran relacionados 
con la protección del medio ambiente. Es así que la Corte Constitucional, 
jurisprudencialmente ha denominado a la Carta Política como Constitución Ecológica, al 
7 
concebir que “el ambiente es un derecho constitucional fundamental para el hombre, pues sin 
él, la vida misma correría letal peligro (…) La protección jurídica del medio ambiente es hoy 
una necesidad universalmente reconocida, una necesidad socialmente sentida, de dar una 
respuesta contundente a las intolerables agresiones que sufre el medio ambiente” (T-411/92, 
1992). 
A lo largo del tiempo, la gestión ambiental ha sido un tema de muchas posiciones y 
contradicciones. En América Latina, estos conflictos se agravan, pues al contar con extensa 
diversidad en recursos naturales, les permite contar con diferentes fuentes de extracción y 
explotación de éstos, sin embargo, hasta el momento no se ha logrado que el daño ambiental 
causado por las actividades extractivas pueda ser recuperado, y esta situación ha dado paso a 
la creación de movimientos ciudadanos “los grupos sociales tendrán que desarrollar formas 
de democracia ambiental y esquemas participativos de planificación y gestión ambiental” 
(Escobar, 1999, pág. 91), dichos movimientos reclaman constantemente al Estado por una 
efectiva protección del medio ambiente como elemento de soberanía..  
 
De acuerdo con Fernández y Martínez (2008, p 13), la descentralización es un proceso 
político que tiene como fin distribuir las competencias del estado para cumplir con todas sus 
funciones de manera eficaz, también se ha podido tener en cuenta que sirve para hacer más 
competitivo el campo labor en las entidades privadas, ya que estas son las que ofertan sus 
servicios. 
En consideración a lo antes mencionado, dentro del Estado, la descentralización ambiental 
tiene tres objetivos claramente delimitados. El primero que es político, cuya intencionalidad es 
que la democracia funcione a través de la repartición del poder entre el Estado, las 
instituciones y la sociedad. El segundo es de carácter administrativo, y que tiene como objeto 
fundamental, que el Estado funcione de manera eficiente. Y el tercero, el de la 
“Descentralización ambiental” (Fernández y Martínez, 2008, p 16), que faculta a los 
departamentos para que, en función de sus propios lineamientos, pueda velar por los bienes 
inmateriales, representados en la geografía natural, y sus recursos naturales. 
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Sumado a lo anterior, la Constitución Política de  1991, trae como principio la 
descentralización territorial, una técnica del Estado para poder organizarse política y 
administrativamente, distribuyendo el poder político, fiscal y administrativo a sus entidades 
territoriales; permitiendo a los entes territoriales tener autonomía en la gestión los intereses 
colectivos que le atañen, pues precisamente, de este fundamento se desprende la facultad para 
que cada entidad territorial en uso de su gestión autónoma, pueda velar por la efectiva 
realización de garantías constitucionales de su aglomerado social y de esta manera apoyar el 
cumplimiento de los fines esenciales del Estado.  
Acogiendo el principio de la descentralización territorial, la gestión ambiental debe ser 
promovida por las entidades territoriales en uso de su autonomía, representando el contexto 
histórico y actual de su territorio y encaminada a promover la participación de la población 
como actor principal de las decisiones ambientales que puedan afectar su calidad de vida. Pues 
es la soberanía popular, la que valida el poder del Estado y es el pueblo quien tiene el poder de 
decidir en los temas que le afecten directa o indirectamente. Tal y como lo expresa (Rodríguez 
Becerra & Espinoza, (2002, p.50), cuando dice que los cambios constitucionales se ha dirigido 
en la actualidad en la protección del medio ambiente, no solo desde el Estado, sino tambien, 
desde la participación ciudadana, todo con el fin de hacer prevalecer la soberanía popular 
sobre los recursos naturales y la prevalencia del derecho de las personas a un ambiente sano. 
De acuerdo al argumento planteado, la Constitución Política Colombia (1991) trajo 
consigo un cambio estructural respecto la descentralización, no se puede afirmar que sus 
principios se cumplen de manera efectiva, pues las entidades territoriales a pesar de tener 
autonomía en su gestión financiera y administrativa, la gestión ambiental y la administración 
de recursos naturales en sus territorios se encuentran por fuera de la esfera de la 
descentralización.  Las Corporaciones Autónomas Regionales y de Desarrollo Sostenible -
CAR, fueron creadas por la Ley como la principal autoridad ambiental, con el fin de 
administrar el medio ambiente y los recursos naturales renovables y no renovables propender 
por su desarrollo sostenible.  
La descentralización en materia ambiental, da la viabilidad a las administraciones locales 
para que creen autoridades ambientales como las CAR de carácter descentralizadas que les 
permitan garantizar la conservación y preservación del medio ambiente en su territorio. 
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Resulta necesario entonces analizar la posibilidad, que en Colombia se genere un escenario o 
un instrumento idóneo con el fin de aplicar de manera efectiva los principios de 
descentralización en la gestión ambiental y que en la toma de decisiones de explotación de 
recursos naturales, se haga partícipe la ciudadanía como soberana popular con efectos 
vinculantes. 
Al realizar un acercamiento al estado del arte sobre investigaciones y trabajos 
investigativos y documentales sobre el tema de la descentralización ambiental y la soberanía 
popular para este tema, se encontró a Salazar Elizabeth, (2017), con el trabajo “Situación 
actual de legislación ambiental en Colombia” trabajo presentado a la Universidad Libre 
Seccional Pereira. en la Facultad de Ingenierías en el cual se pudo analizar que en Colombia 
se ha presentado un notable desarrollo en materia de legislación ambiental, ya que la autora 
hace un análisis de los principales antecedentes normativos de esta normatividad en general. 
Como aporte para el artículo en desarrollo, el trabajo deja claro que aunque se ha 
progresado en la normativa ambiental en Colombia, la defensa de la soberanía de los recursos 
naturales defendidos y preservados por medio de instrumentos de participación ciudadana y 
popular no se aplican con la rigurosidad que las norma lo establecen.  
De igual manera en el trabajo de grado “Desarrollo y medio ambiente: Una Mirada a 
Colombia” elaborado por Sánchez Pérez German (2002) para la Fundación Universidad 
Autónoma de Colombia se pudo analizar que el mismo estado en el afán de incentivar el 
desarrollo económico, muchas veces propicia espacios que van en contra del medio ambiente, 
especialmente en la concesión de licencias ambientales para explotación de recursos naturales 
y concesiones en infraestructura de vías, con las cuales se deterioran los recursos naturales, de 
igual forma el autor en mención argumento que en muchas ocasiones no se realizan las 
consultares populares ni la convocatoria ciudadana participativa para otorgar las licencias 
ambientales, con lo cual se vulnera la soberanía popular a l medio ambiente y usos del suelo y 
del subsuelo en el territorio colombiano. 
Sobre el tema de la descentralización ambientan en Colombia y la soberanía popular en 
temas de recursos naturales, también se pudo encontrar el documento para tesis de grado 
elaborado por Pérez Ruiz Andrea Johanna (2013)  y titulado “Análisis del desarrollo de la 
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política ambiental en Colombia”. Presentado a la Universidad Militar Nueva Granada 
Facultad de Ciencias Económicas, investigación en la cual las autores realizan una indagación 
sobre las principales falencia de la política ambiental, desde los estamentos nacional, 
departamental y municipal, encontrando que factores como la corrupción, los grupos ilegales, 
la deficiencia en los planes de ordenamiento territorial y las mismas autoridades causan 
situaciones en contra de la preservación del medio ambiente, (Pérez, 2013, p. 6), además, al 
realizar un análisis de la normativa colombiana en la que se estipulan las directrices y 
obligatoriedad de la consulta popular para temas de explotación de recursos naturales, estas no 
se aplican debidamente o en no se realizan, con lo cual se viola la soberanía sobre el medio 
ambiente y los derechos colectivos y particulares aun ambiente sano que promueve la 
Constitución Política de Colombia. 
Sumado a las anteriores investigaciones, se suma el trabajo de Romaña Kelly (2018) 
presentado a la Universidad Libre de Colombia, “Cuenta Colombia con los factores 
indispensables para una democracia ambiental”, en el cual se hace una argumentación sobre la 
caracterización de los factores que pueden existir en Colombia para la existencia real de una 
democracia participativa ambiental y soberana, el trabajo presenta como objetivo general 
analizar los factores positivos y negativos de la democracia ambiental en Colombia, además se 
buscó establecer como el desarrollo desproporcionado y desreglamentado de la explotación de 
los recursos naturales afecta la calidad de vida de los colombianos, de igual manera se 
analizan los fundamentos democráticos que contiene el actual Plan de desarrollo en Colombia 
desde la descentralización y sobre los factores determinantes negativos y positivos para que 
exista una democracia ambiental efectiva con participación ciudadana. 
Para hablar sobre la evolución de la normativa aplicable a la descentralización ambiental y 
la soberanía en Colombia, se debe comenzar por resaltar el gran fundamento ambiental que 
consagra la Constitución Política Colombiana, la cual desde su institución en el año de 1991 
elevó al grado de norma constitucional el manejo, atención, y preservación de los recursos 
naturales y el medio ambiente, a través de diversos artículos como por ejemplo el artículo 8, 
que procura el cuidado de la riqueza natural; el artículo 79 en armonía con el numeral octavo 
del artículo 95 de alta relevancia en el tema que ocupa el presente artículo sobre la 
descentralización y la soberanía popular en temas ambientales, artículo constitucional  que 
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reconoce el derecho que tenemos todos los colombianos, a disfrutar de un entorno limpio y a 
participar activamente de todas aquellas decisiones que lo afecten de una u otra manera, así 
como también el artículo 80 que resalta la obligación del Estado de asegurar el goce, el 
progreso controlado y llevadero de los recursos, así como su cuidado y restablecimiento, con 
acciones preventivas, coactivas y sancionatorias; entre otros. 
Sumado a lo anterior, los antes nombrados articulados, se modulan con diferentes Leyes, 
entre ellas la Ley 99 de 1993 con la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, y se 
realiza una reorganización del sector encargado de gestionar y salvaguardar el Medio 
Ambiente y los Recursos Naturales Renovables. 
De igual forma, es importante mencionar dentro de este recorrido por los antecedentes 
normativos, el Decreto Ley 2811 de 1.974, el cual expide el Código Nacional de Los Recursos 
Naturales Renovables RNR y no renovables y de protección al medio ambiente, con base en 
las facultades legales otorgadas por la Ley 23 de 1973; teniendo en cuenta la acepción de que 
el mismo representa la propiedad social, es decir que nos pertenece a todos y como integrantes 
activos de la sociedad estamos en la obligación civil y moral de contribuir en su conservación 
y administración. 
Con respecto a la descentralización ambiental, con la expedición de la Ley 152 de 1994, se 
implementan los lineamientos en el tema de planeación, insertando principios de vital 
importancia para el cuidado del ambiente, buscando que plantea la necesidad de concordar el 
adelanto socioeconómico con la protección del entorno natural, para que los Planes Desarrollo 
Territorial estén enmarcados dentro del ámbito del respeto y consideración por el patrimonio 
ecológico natural común a las comunidades y las cuales tienen derecho a participar en las 
decisiones que sobre estos se emitan. 
Sumado a lo anterior, mediante el Decreto 2150 de 1995, se regula todo lo relacionado con 
la licencia ambiental y otros permisos, suprimiendo la licencia ambiental ordinaria; de igual 
manera determina las situaciones en las cuales se hace necesario realizar el Plan de Manejo 
Ambiental y el estudio de Impacto Ambiental. 
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Mientras que la Ley 491 de 1999 Tiene como finalidad, la constitución de unos seguros 
que amparen los daños medibles en dinero, a quienes causen afectación directa o indirecta al 
medio ambiente, así como reforzar el campo de acción del operador jurídico en este aspecto. 
En resumen, la normativa colombiana en torno a la descentralización de la gestión 
ambiental como instrumento vinculante del poder de la soberanía popular en Colombia, tiene 
su marco jurídico y legal en legislatura como la Ley 685 de 2001, Por medio del cual se 
estipulan reglas para el correcto desarrollo de las actividades mineras en el territorio 
colombiano, en busca de organizar y regular dicha actividad, para permitir su 
aprovechamiento racional y controlado. La Ley 1333 de 2009 con la cual se crea el 
Procedimiento Sancionatorio Ambiental, como un instrumento imperioso en la lucha contra 
los transgresores del medio ambiente, brindando las más importantes y contundentes 
directrices para tal fin y la la Ley 1450 de 2011 o Plan Nacional de Desarrollo vigencia 2014-
2019, consagra en su capítulo VI, la facultad de cada ministerio para establecer sus fines con 
autonomía. 
Aunado a lo normativamente expuesto, el Decreto 1374 del 2013, con el que se instituyen 
preceptos para la inclusión de reservas naturales y sus recursos de manera provisional, las 
cuales se podrán declarar de forma permanente, exentas del negocio de la minería, en armonía 
con lo establecido en el artículo 34 de la Ley 685 de 2001 y la Ley 1450 de 2011. 
(Recuperado de: http://www.dnp.gov.co),” plan de desarrollo 2010-2014”. 
 
2. Materiales y métodos 
 
Para el desarrollo de este artículo se realizó un estudio socio jurídico de carácter reflexivo, 
empleando el método de investigación descriptivo y aplicando el tipo de estudio cualitativo, 
por medio del cual se consideró la naturaleza del objeto de estudio, con el fin de dar respuesta 
a los objetivos planteados que se centraron en establecer la eficacia de la descentralización de 
la gestión ambiental como instrumento vinculante del poder de la soberanía popular en 
Colombia 
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Con el fin de identificar los principios y normatividad de la descentralización frente a 
decisiones sobre medio ambientales en Colombia, se analizaron decisiones jurisprudenciales 
de las diferentes Cortes hayan sido tomadas por el gobierno de Colombia en el periodo 2010 a 
2018, frente a los temas medio ambientales y el análisis de la descentralización de la gestión 
ambiental por parte del Estado y sus entidades territoriales y en especial sobre la participación 
de las comunidades como instrumento de soberanía popular sobre un tema que como el de la 
explotación de recursos naturales, afecta a toda la sociedad en general. 
Para el presente artículo, se consultaron fuentes primarias y secundarias, al considerar que 
el tipo de investigación es jurídica pues se analizó la normativa ambiental existente, el 
principio de descentralización territorial en el derecho comparado y el desarrollo 
jurisprudencial en materia de mecanismos de participación ciudadana en decisiones medio 
ambientales que han tenido impacto social en Colombia. 
Con el propósito de establecer la aplicación de la soberanía popular como escenarios 
participativo en materia de gestión ambiental y explotación de recursos naturales, la 
investigación se basó en la metodología cualitativa, ya que para su desarrollo fue necesario 
evidenciar las tendencias actuales en la gestión ambiental, los retos que enfrentan las 
entidades territoriales frente al uso del suelo y subsuelo por parte del Estado, el 
establecimiento de las causas que dificultan la descentralización de la gestión ambiental y la 
importancia de las consultas populares y previas en temas de explotación de recursos como es 
el caso de los minerales.  
Para ello al consultar las fuentes bibliográficas, doctrinales, normativas y jurisprudenciales 
como instrumentos de revisión documental, secundarias de información, se lograron 
identificar los principios de la descentralización frente a decisiones medio ambientales con el 
fin de conocer los cambios que experimenta la competencia de la política pública territorial, 
las diferentes normas que regulan la exploración y explotación de recursos naturales en 
Colombia; para indagar la aplicación de escenarios democráticos que garanticen la soberanía 
ciudadana y popular en materia de gestión ambiental, o si por el contrario, el Estado decide de 
forma centralizada la explotación de recursos naturales, porque siendo así, se desconoce la 
fuerza vinculante de soberanía ciudadana y la autonomía territorial como herramienta legal y 




3.1.Capítulo I. Identificar los principios y normatividad de la descentralización 
frente a decisiones medio ambientales. 
 
Después de reconocer los antecedentes más importantes de la normativa colombiana en 
materia ambiental, en este acápite se abarca el tema sobre  los principios y normatividad de la 
descentralización frente a decisiones medio ambientales, para lo cual resulta de importancia, 
como primera medida, resaltar que la Constitución Política de 1991, consagró 49 artículos a la 
protección del medio ambiente y los recursos naturales, situación que le mereció el 
calificativo de “Constitución ecológica” (DNP Conpes 2544), por parte de algunos tratadistas.  
Dentro de estos principios constitucionales se pueden destacar las siguientes:  
Articulado que se condensa en el siguiente cuadro para una mejor visión y entendimiento. 
Cuadro No 1. Normas y principios ambientales contenidos en la Constitución Política de 
Colombia 
Normas y principios ambientales contenidos en la Constitución Política de Colombia 
ART. TEMA CONTENIDO 
7 
Diversidad étnica y 
cultural de la Nación 
Hace reconocimiento expreso de la pluralidad étnica y cultural 
de la Nación y del deber del Estado para con su protección. 
8 
Riquezas culturales y 
naturales de la Nación 
Establece la obligación del Estado y de las personas para con la 
conservación de las riquezas naturales y culturales de la Nación. 
49 
Atención de la salud y 
saneamiento ambiental 
Consagra como servicio público la atención de la salud y el 
saneamiento ambiental y ordena al Estado la organización, 
dirección y reglamentación de los mismos. 
58 
Función ecológica de la 
propiedad privada 
Establece que la propiedad es una función social que implica 




Bienes de uso público 
Determina que los bienes de uso público, los parques naturales, 
las tierras comunales de grupos étnicos y los demás bienes que 




Consagra el derecho de todas las personas residentes en el país 
de gozar de un ambiente sano  
80 
Planificación del manejo y 
aprovechamiento de los 
recursos naturales 
Establece como deber del Estado la planificación del manejo y 
aprovechamiento de los recursos naturales, para garantizar su 




Consagra acciones populares para la protección de derechos e 
intereses colectivos sobre el medio ambiente, entre otros, bajo la 
regulación de la ley. 
95 
Protección de los recursos 
culturales y naturales del 
país 
Establece como deber de las personas, la protección de los 
recursos culturales y naturales del país, y de velar por la 
conservación de un ambiente sano. 
330 
Administración de los 
territorios indígenas 
Establece la administración autónoma de los territorios 
indígenas, con ámbitos de aplicación en los usos del suelo y la 
preservación de los recursos naturales, entre otros. 
Fuente Elaboración propia. 
Como se puede observar en el cuadro anterior, la Constitución Política de Colombia 
(1991), contiene un compendio de principios sobre el tema ambiental, por ejemplo, en el 
artículo 58, se establece que la propiedad privada tiene una función ecológica; el derecho a un 
medio ambiente sano y a la participación ciudadana en las decisiones que puedan afectarlo, en 
el artículo 79; la obligación del Estado de garantizar el desarrollo sostenible, la conservación, 
restauración  o sustitución de los recursos  naturales en artículo 80 (C. N. 1991), el deber del 
Estado de intervenir en la economía para preservar un ambiente sano, para el logro del cual 
puede también limitar las libertades económicas y la obligación de formular una política 
ambiental del desarrollo, en el artículo 333 y 334 constitucionales se encuentra la obligación 
de proteger las riquezas culturales y naturales de la nación, en el artículo 87; el derecho 
fundamental de la libertad de investigación, el artículo 27; la atención de la salud y el 
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saneamiento ambiental como servicios públicos al cargo del Estado; El derecho al acceso  al 
conocimiento, a la ciencia a la técnica y a los demás bienes y valores culturales , entre otros. 
 
3.1.1. Principios de la Constitución Política de Colombia (1991) sobre aspecto 
ambiental y la descentralización incluyente de participación ciudadana. 
 
Al analizar los principios constitucionales en el tema ambiental en Colombia, se 
encuentran directamente principios sobre la participación soberana y popular en temas de 
descentralización ambiental en Colombia, los cuales se hayan consagrados en el artículo 79 
(C.N.1991), el cual garantiza a la población el derecho  a un medio ambiente sano y a 
participar en las decisiones que puedan afectarlo. 
La forma práctica de construir el desarrollo sostenible, requiere de una mayor 
participación de la comunidad, antes que la aplicación  de los instrumentos legales , porque la 
comunidad local asentada en un territorio  tiene una experiencia histórica (Sánchez, 
2002,p15), en el manejo de los recursos naturales y el medio ambiente, que no puede ser 
desestimada, en la medida en que el ambiente adquiere toda su dimensión dentro del contexto 
de la relación hombre-naturaleza, en la que el hombre hace parte integral de la misma. 
Como se puede observar, el artículo79 de la Constitución colombiana sobre la soberanía 
popular en temas ambientales, es claro en estipular que el Estado debe garantizar la 
participación de la comunidad en las decisiones que puedan afectar al medioambiente y los 
recursos naturales no renovables. 
Acorde con lo anterior, debe resaltarse que la Ley 99 de 1993 establece algunos 
mecanismos de participación soberana y popular de la comunidad en materia ambiental y en 
especial, la consulta previa para comunidades negras indígenas, establecida en el artículo 76, 
que dice: 
Artículo 76. De las comunidades indígenas y negras. La explotación de los 
recursos naturales deberá hacerse sin desmedro de la integridad cultural, social 
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y económica de las comunidades indígenas y de las negras tradicionales de 
acuerdo con la Ley 70 de 1993 y el artículo 330 de la Constitución Nacional, y 
las decisiones sobre la materia se tomarán, previa consulta a los representantes 
de tales comunidades. (Ley 99 de 1993, Art 76) 
Por su parte, el artículo 7 de la Constitución Política de Colombia, reconoció la 
diversidad étnica y cultural de la Nación, así mismo el artículo 79 (C.N 1991), garantiza el 
derecho a un medio ambiente sano y la participación de la comunidad en las decisiones que 
puedan afectarlo. Además, en la Cumbre de Río de Janeiro (Pérez, 2013, p.9) se concluyó que 
la forma práctica de construir el desarrollo sostenible requiere de la participación de la 
comunidad, antes que la aplicación de los demás instrumentos institucionales, porque la 
comunidad local asentada en un territorio tiene una experiencia histórica en la utilización de 
los recursos naturales y en el manejo del medio ambiente, que no puede ser desestimada, es 
así que los principios de la cumbre de Río, fueron incorporados a la legislación colombiana 
por el artículo 1 de la Ley 99 de 1993. 
Con respecto a las comunidades negras, y en relación con el tema sobre la 
descentralización ambiental y la soberanía popular, que atañe el presente artículo, debe 
mencionarse que el artículo 44 de la Ley 70 de 1993, establece:  
Artículo 44. Como un mecanismo de protección de la identidad cultural, las 
comunidades negras participarán en el diseño, elaboración y evaluación de los 
estudios de impacto ambiental, socioeconómico y cultural, que se realicen 
sobre los proyectos que se pretendan adelantar en las áreas a que se refiere esta 
ley. (Ley 70 de 1993, art. 44) 
De igual forma, el trámite de la consulta previa como instrumento de participación y 
soberanía popular se encuentra reglamentado por el Decreto 1320 de 1998, en el que se 
observa: en su literal b. “Intervención de la comunidad en los procedimientos administrativos 
ambientales”. En el mismo sentido queda claro que el artículo 69 de la Ley 99 de 1993, 
establece que cualquier persona natural o jurídica, pública o privada, sin necesidad de 
demostrar interés jurídico alguno, podrá intervenir en las actuaciones administrativas de los 
entes centrales o descentralizados, sobre  iniciadas para la expedición, modificación o 
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cancelación de permisos o licencias de actividades que afecten o puedan afectar el medio 
ambiente y la explotación de recursos naturales o para la imposición o  revocación de 
sanciones por el incumplimiento de las normas y regulaciones ambientales, con lo cual queda 
establecido que de acuerdo con los principios del ordenamiento jurídico colombiano en 
materia ambiental, se encuentra estipulada la obligatoriedad de la participación comunitaria, 
soberana y popular en las decisiones sobre temas de recursos naturales y el ambiente en 
ejercicio de la descentralización ambiental. 
 
3.2.Capítulo II. Analizar de acuerdo a la doctrina y la norma si en Colombia se aplica 
la descentralización ambiental para la explotación de recursos naturales. 
 
Después de reconocer que existe en el ordenamiento jurídico ambiental colombiano 
principios en materia ambiental y normas que rigen a los entes descentralizados en todo lo 
concerniente a la preservación del medio ambiente y la explotación de los recursos naturales, 
en este capítulo del artículo, se analiza de acuerdo a la doctrina, la norma y la jurisprudencia, 
la obligación que tienen las autoridades y entes administrativos descentralizados de ejercer 
control sobre la explotación de los recursos naturales y la preservación del medio ambiente 
como elemento de soberanía en el país, ya que existen normas en las que se encuentra 
estipulada la obligatoriedad de la participación comunitaria, soberana y popular en las 
decisiones sobre temas de recursos naturales y el ambiente en ejercicio de la descentralización 
ambiental. 
En el siguiente cuadro se muestran las principales normas generales sobre protección 
ambiental en Colombia de forma cronológica, para luego realizar una argumentación al 
respecto. 
Cuadro No 2. Normas Generales aplicables a la descentralización ambiental y soberanía 
popular 
Algunas Normas Generales aplicables a la descentralización ambiental y soberanía 
popular  
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Decreto ley 2811 de 1.974 
Código nacional de los recursos naturales renovables RNR y no 
renovables y de protección al medio ambiente. El ambiente es patrimonio 
común, el Estado y los particulares deben participar en su preservación y 
manejo. Regula el manejo de los RNR, la defensa del ambiente y sus 
elementos.  
Ley 23 de 1973 
Principios fundamentales sobre prevención y control de la contaminación 
del aire, agua y suelo y otorgó facultades al Presidente de la República 
para expedir el Código de los Recursos Naturales con participación 
comunitaria y particular. 
Ley 99 de 1993 
Crea el Ministerio del Medio Ambiente y Organiza el Sistema Nacional 
Ambiental (SINA). Reforma el sector Público encargado de la gestión 
ambiental. Organiza el sistema Nacional Ambiental y exige la 
Planificación de la gestión ambiental de proyectos a los entes 
descentralizados. Los principios que se destacan y que están relacionados 
con las actividades mineras y de recursos naturales son: La definición de 
los fundamentos de la política ambiental, la estructura del SINA en cabeza 
del Ministerio del Medio Ambiente, los procedimientos de licenciamiento 
ambiental y participación de las comunidades como requisito para la 
ejecución de proyectos o actividades que puedan causar daño al ambiente 
y los mecanismos de participación ciudadana en todas las etapas de 
desarrollo de este tipo de proyectos.  
Decreto 1753 de 1994 
Define la licencia ambiental LA: naturaleza, modalidad y efectos; 
contenido, procedimientos, requisitos y competencias para el 
otorgamiento de LA y para su  suspensión mediante acción de particulares 
o de grupos comunitarios. 
Decreto 2150 de 1995 y sus 
normas reglamentarias. 
Reglamenta la licencia ambiental y otros permisos. Define los casos en 
que se debe presentar Diagnóstico Ambiental de Alternativas, Plan de 
Manejo Ambiental y Estudio de Impacto Ambiental a las comunidades 
que pueden solicitar suspensión  de licencia ambiental ordinaria 
Ley 388 de 1997 
Estipula Ordenamiento Territorial Municipal y Distrital y Planes de 
Ordenamiento Territorial. Es decir descentralización ambiental. 
Decreto 1122/99 
Por el cual se dictan normas para la supresión de trámites y trata el tema 
de la consulta popular y soberana en temas ambientales. 
Decreto 1124/99 
Por el cual se reestructura el Ministerio del Medio Ambiente y se dictan 
disposiciones en materia de descentralización ambiental. 
Fuente: Elaboración Propia 
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Luego de recopilar y analizar las principales normas generales aplicables a la 
descentralización ambiental y soberanía popular en Colombia, es importante enunciar, que 
uno de los compendios normativos más importantes y crucial para Colombia es la Ley 99 del 
22 de diciembre de l.993 por medio de la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, 
anteriormente, estas funciones las asumía el Ministerio de Agricultura a través del Instituto 
Nacional de los Recursos Naturales Renovables INDERENA, norma que estructura 16 títulos, 
acopiando 118 artículos y encomienda a los servidores públicos de orden descentralizado a 
reordenar el sector público encargado de la gestión y conservación del Medio Ambiente y 
otorgar a los recursos naturales la significación dentro del desarrollo social y económico de la 
República, entidad que en el año de 1993 fue sustituida por el SINA. 
Como se puede observar, de acuerdo con los preceptos anteriormente argumentados, 
no se puede estar ajenos a la realidad que aqueja el medio ambiente en Colombia y la 
ineficacia de los entes descentralizados por preservar el medio ambiente y los recursos 
naturales renovables y no renovables, en donde la minería ilegal y descontrolada y la 
explotación sin censura de los recursos natrales están afectando gravemente nuestro 
ecosistema,; pese a que existen los denominados instrumentos de participación y consulta 
popular y soberana y estudios de impacto ambiental, los cuales son herramientas esenciales 
para la toma de decisiones y para la planificación ambiental, con el fin de prevenir futuros 
daños a los recursos naturales renovables y al medio ambiente y para mitigar en lo posible los 
efectos nocivos que determinada actividad pueda causar sobre los mismos. 
Por lo tanto debe recalcarse que las autoridades ambientales y los entes 
descentralizados, no pueden autorizar, la realización de actividades que puedan causar daño al 
medio ambiente y a los recursos naturales, sin que se haya hecho una evaluación previa de los 
posibles impactos al medio ambiente, una consulta previa y popular en función de la soberanía 
sobre los recursos naturales  y se hayan determinado las medidas de prevención, 
compensación, mitigación y restauración de los efectos nocivos sobre el medio ambiente y los 
recursos naturales renovables, así como también de las personas y comunidades que se pueden 
ver afectadas. Si bien es cierto que  la legislación ambiental colombiana establece algunos 
casos en los cuales no se requiere de licencia o permiso ambientales  para la realización de 
actividades económicas, también lo es, de que este hecho no exime a las autoridades 
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ambientales de orden descentralizado de ejercer un seguimiento y monitoreo de dichas 
actividades y exigir un plan de manejo ambiental cuando las mismas pongan  en peligro al 
medio ambiente y los recursos naturales renovables y el derecho constitucional de los 
ciudadanos al medio ambiente sano. 
 
3.3.Capítulo III. Establecer la aplicación de la soberanía popular como escenarios 
participativos en materia de gestión ambiental y explotación de recursos 
naturales. 
 
Primero que todo debemos reconocer que Colombia es un Estado Social de Derecho, en 
donde sus gobernantes son democráticamente elegido, y en donde siempre se vela porque el 
futuro ambiental de Colombia dependa, en buena medida, de la calidad del desempeño general 
de la economía, del fortalecimiento de la democracia y de la gestión de los entes 
descentralizados. Bajo esta premisa, resulta necesario establecer la aplicación de la soberanía 
popular como escenario participativos en materia de gestión ambiental y explotación de 
recursos naturales, y para ello debe indagarse como la democracia participativa se encuentra 
inmersa en el campo ambiental, reconociendo que en nuestro país, la gran parte de la 
producción y el desarrollo provienen de los recursos naturales que se explotan, se producen y 
se exportan, y que además, el crecimiento económico debe acelerar cambios tecnológicos en 
los sectores de la producción de manera que se mejore su eficiencia para minimizar el 
deterioro ambiental mediante la concertación democrática en materia de desarrollo sostenible 
(Gónzalez y Palacios 2008. P.13), para lo cual son necesarias medidas concertadas desde los 
gobiernos, los entes descentralizados y las comunidades para el reconocimiento y aplicación 
de las determinantes ambientales del ordenamiento territorial, para que puedan contribuir a 
solucionar los problemas de pobreza, equidad y seguridad.  
Teniendo en cuenta lo anterior, debe mencionarse que desde los Planes Nacionales de 
Desarrollo a nivel nacional y regional se busca avanzar hacia la prosperidad democrática 
impulsada por el desarrollo económico y productivo, incentivando la inversión extranjera, las 
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cuales conforman la estrategia de crecimiento económico sostenible y de competitividad como 
pilar fundamental para alcanzar un mayor bienestar de la población.  
Pero si se tiene en cuenta las metas propuestas por los gobiernos, puede decirse que la 
gestión ambiental enfrenta un reto importante para asegurar que este crecimiento cumpla con 
los parámetros de sostenibilidad ambiental y contribuya a la construcción de una sociedad más 
justa y equitativa para las generaciones presentes y futuras. 
Bajo este contexto actual, debe mencionarse que pese al esfuerzo hecho en los últimos 
quince años por incorporar la dimensión ambiental en el ordenamiento territorial del país, los 
resultados son aún incipientes, en razón a que no existen las suficientes articulaciones, 
instrumentos y herramientas para visibilizar y aplicar todos los determinantes ambientales en 
el ordenamiento territorial municipal y la planificación sectorial que determine que exista en 
Colombia una verdadera democracia ambiental.  
Si se tienen en cuenta las políticas del gobierno actual en Colombia (MAVDT, 2009, 
p.23), el desarrollo sostenible requiere de la integración y armonización de las políticas y 
objetivos ambientales y sectoriales. Sin embargo, en Colombia esa integración y armonización 
es escasa y débil, constituyéndose en uno de los principales limitantes de la gestión ambiental. 
Por una parte, frecuentemente las entidades del SINA no logran aportar argumentos de tipo 
económico, financiero y social a favor de las propuestas de política ambiental. Normalmente 
sus argumentos sólo se abren paso cuando se esgrimen los instrumentos de control policivo y 
sancionatorio.  
Los anteriores son factores que dificultan que en Colombia se de una verdadera 
democracia ambiental, en donde los sectores descentralizados promulguen una efectiva 
soberanía popular ambiental, ya que de acuerdo con el Plan Decenal Ambiental (MAVDT, 
2009. p. 24), se evidencian debilidades institucionales y de gestión para una debida 





4. Hallazgos y Conclusiones 
 
En Colombia se cuenta actualmente con la legislación necesaria para regular la 
descentralización de la gestión pública, con el fin de poder cumplir con las necesidades del 
servicio por fuera del sector central, teniendo en cuenta esto, se pude  entender que las 
entidades territoriales deben proteger los recursos naturales a través de la descentralización 
ambiental, pero para ello debe concertar con el pueblo en pleno uso de la soberanía sobre los 
recursos naturales y el medio ambiente la soberanía con la que cuenta las decisiones que 
tengan que ver con estos temas y velar por el cumplimiento de las obligaciones de las 
entidades descentralizadas, y que estas estén cumpliendo con la protección a los recursos con 
que cuenta cada ente territorial. 
Por su parte, el pueblo debe promover la creación de entidades descentralizadas que 
cumplan con la protección del medio ambiente, que la distribución de recursos este bien 
direccionada a las comunidades que realmente lo necesitan; con el objeto de que las 
explotaciones de los recursos naturales no presenten como consecuencia más problemáticas 
sociales. Ya que la descentralización de la gestión ambiental, como se expuso inicialmente, es 
un proceso relativamente reciente y novedoso que en muchas ocasiones presenta resulta 
compleja en su aplicación y gestión, pero que requiere de un control especial especialmente en 
temas de conservación del medio ambiente. 
Teniendo en cuenta el objetivo principal del presente artículo en el que se pretendió 
Establecer la eficacia de la descentralización de la gestión ambiental como instrumento 
vinculante del poder de la soberanía popular en Colombia, se puede concluir acorde con lo 
desarrollado y argumentado, que el desarrollo de políticas ambientales desde los entes 
descentralizados de orden nacional, departamental y municipal, ha sido un proceso lánguido, 
que se ve corto ante los desafíos presentados por el avance industrial, globalizado y la 
demanda excesiva de materias primas provenientes de los recursos naturales, cuya obtención 
ha generado el mayor detrimento para el patrimonio ambiental en especial en Colombia que es 
un país rico en estos recursos. 
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Al identificar los principios y normatividad de la descentralización frente a decisiones 
medio ambientales se concluye que herramientas como la consulta previa, consulta popular y 
demás instrumentos de participación y acción comunitaria y ciudadana, deben ser elementos 
fundamentales de las políticas públicas para la protección del ambiente y la explotación de los 
recursos naturales y como manifestación de soberanía popular, razón por la cual los entes 
descentralizados y las autoridades deben proclamar estrategias efectivas, acordes con la 
magnitud del problema, estrategias que deben siempre estar ajustadas en derecho 
administrativo y a la realidad actual en la que cada día se destruye el ecosistema y se viola el 
derecho al ambiente sano proclamado por la Constitución Política de Colombia de 1991.. 
Después de analizar de acuerdo a la doctrina y la norma si en Colombia se aplica la 
descentralización ambiental para la explotación de recursos naturales, debe concluirse que en 
Colombia, la política ambiental presenta vacíos jurídicos en su normatividad, especialmente 
en la concesión de licencias ambientales tanto para explotación de recursos naturales, como en 
las obras de infraestructura que lo deterioran, deficiencia que ha determinado el 
aprovechamiento indiscriminado del sector minero principalmente, convirtiéndose en el 
mayor explotador de los recursos naturales, sin aplicación  a los instrumentos de soberanía 
popular y de participación soberana y participativa de las comunidades en estos tema, 
situación que continua causando un daño irreparable al entorno ecológico. 
Pero además y amanera de conclusión final, frente al objetivo en el que se logró establecer 
la aplicación de la soberanía popular como escenarios participativos en materia de gestión 
ambiental y explotación de recursos naturales, debe resaltarse que la Ley 99 de 1993 es sin 
duda la creación institucional más grande que ha habido en la historia de Colombia. Pero eso 
no se ha aprovechado. Es decir, hay un Sistema Nacional Ambiental que existe jurídicamente, 
pero que no se ha materializado en la realidad. Esa Ley le asignó al ministerio y a las 
entidades descentralizadas una serie de funciones fundamentales para poder realizar la gestión 
ambiental de una manera efectiva en la cual de manera incluyente se hicieran efectivos los 
instrumentos de participación popular y comunitaria como eje de soberanía popular en temas 
del medio ambiente. Es así que esta Ley ordena a los entes descentralizados de tipo nacional, 
departamental y municipal preparar un estatuto de los usos del suelo con participación de las 
comunidades para contribuir al ordenamiento sostenible del territorio, reglamentación que no 
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se aplica en su totalidad, causando daños en el medio ambiente y el agotamiento de los 
recursos naturales en Colombia.  
 
5. Recomendaciones 
Debe considerarse como recomendación principal y como resultado de lo desarrollado y 
reflexionado en el presente artículo en el que se pretendió analizar desde la normativa y la 
doctrina sobre el proceso de descentralización de la gestión ambiental y el poder de la 
soberanía popular en Colombia, que tanto las autoridades como los entes descentralizados 
deben desarrollar y aplicar una metodología basada en la acción participativa del pueblo 
soberano de Colombia en los temas de desarrollo y explotación de recursos naturales que 
afectan significativamente el medio ambiente.  
Es por ello que los entes descentralizados tanto de orden nacional, departamental y local, 
deben propender porque se desarrolle y apliquen las directrices normativas ambientales y la 
participación y la concertación de las comunidades como foco central para delimitar los 
alcances de la auto gestión o gestión popular en temas que tengan que ver con la explotación 
de los recursos naturales, apoyado en los plenos derechos humanos y el apoyo del Estado, para 
formular una estrategia que empodere a las organizaciones encargadas de la conservación 
ambiental en cada municipio, pero siempre con la participación popular. Teniendo en cuenta 
que al observar las ventajas, las desventajas y las funciones de la descentralización que en 
ocasiones pueden ser complejas, también, aportan la facilidad de las acciones que se pueden 
proponer para trabajar en conjunto para un mejor los entes territoriales, en materia de Medio 
Ambiente.  
Es necesario, entonces que se tengan en cuenta los derechos humanos y fundamentales de 
la Constitución Política de Colombia sobre el medio ambiente, las políticas nacionales que 
facultan al ciudadano para velar por la calidad y el sostenimiento del medio ambiente, así 
como resaltar el poder de la función social para hacer uso de la descentralización y sus 
beneficios. Por lo tanto es pertinente que las autoridades administrativas y descentralizadas 
gestionen como principio de obligatorio cumplimiento el derecho soberano de la participación 
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de los ciudadanos, en el empoderamiento, para velar por los recursos naturales que son 
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